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Introducción

En la ciudad de Bogotá se generaron proyectos orientados a la orga-
nización, capacitación, formalización o reubicación de vendedores 
ambulantes y estacionarios. Para tal fin se definió una política con 
criterio empresarial y contenido social, cuyo desarrollo se concen-
tró en asesorías de carácter interdisciplinario, línea de crédito con ta-
sas de interés preferencial, actividades de capacitación, participación 
económica en los proyectos y el desarrollo de algunos como oferta ins-
titucional. Con dicha finalidad, se adquirieron inmuebles y se arren-
daron otros a dichos vendedores, buscando la reubicación por fuera 
del espacio público.

1	 El presente capítulo fue gestionado en la Universidad Santo Tomás (Bogotá, 
Colombia), en el marco del proyecto de investigación titulado To what exted 
does the judges create law in the common law system, vinculado al grupo de 
investigación en Derecho Privado.
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Sin embargo, las distintas entidades encargadas de realizar la 
reubicación de vendedores informales en la ciudad, dentro de los di-
ferentes esquemas de reubicación, realizaron la entrega real y material 
de locales y espacios comerciales ubicados en dichos bienes fiscales, 
con base en promesas de compraventa suscritas hace más de 20 años 
(1994 y 1995) con los vendedores informales que solían invadir el es-
pacio público2. La ocupación de estos bienes continua en la actualidad.

Ahora bien, el hecho de suscribir promesas de compraventa como 
paso previo al perfeccionamiento del negocio jurídico —mediante la 
escritura pública correspondiente como método de venta directa— te-
niendo en cuenta el sistema de título y modo para adquirir los dere-
chos de propiedad existente en Colombia, obedece a un esquema de 
derecho privado, que puede estar en contravía de las finalidades de la 
utilidad pública, selección objetiva y otros principios de la contrata-
ción estatal. En consecuencia, la utilización de dicho mecanismo para 
la reubicación de vendedores informales presenta graves falencias. Por 
lo tanto, no es posible (ni en la época en que se hicieron ni en la actua-
lidad) realizar promesas de compraventa como método de reubicación 
de vendedores informales en bienes fiscales.

Por lo anterior, el problema de investigación analizado en el presente 
capítulo se centra en examinar la viabilidad de la adjudicación de dere-
chos de propiedad sobre bienes fiscales, dentro de un marco del interés 
general y la función social de la propiedad, a comerciantes informales 
que invadieron el espacio público, mediante la utilización de promesas 
de compraventa. Esta situación ha generado una ocupación de dichos 
bienes, sin que exista una correcta asignación de los derechos de pro-
piedad, a pesar de que hayan pasado más de 20 años desde el negocio 
jurídico celebrado y de la aplicación de los programas de reubicación 
como mecanismo para satisfacer, a través de la propiedad, derechos de 
la colectividad y de una población, en principio, vulnerable.

2	 Para la realización del presente estudio se revisaron un total de 340 negocios 
jurídicos basados en promesas de compraventa; sin embargo, al ser documentos 
pertenecientes a las distintas entidades estatales, estas solicitaron a los autores 
expresamente que no se publicaran las partes, en virtud de la confidencialidad 
para el manejo de datos personales.
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Para ello, se utilizó una metodología cualitativa de revisión docu-
mental, con una muestra de 340 contratos de promesa de compraventa 
realizados en el marco de una política de reubicación. Esto con el obje-
tivo de realizar una descripción de la situación jurídica y su aplicación 
en concreto al problema planteado, desde la dogmática tradicional del 
derecho privado y público contractual.

Competencia de las entidades distritales para 
realizar la venta directa (mediante promesa 
y escritura pública) de bienes fiscales
Desde la Ley 9 de 1989 existe una carencia de competencias de las dis-
tintas entidades distritales para realizar ventas directas de bienes fiscales. 
En este sentido, toda competencia creada en acuerdos distritales es-
peciales sería contraria a la ley, así su finalidad sea destinar los bienes 
adquiridos a los procesos de reubicación de vendedores informales me-
diante promesas de compraventa. Por lo anterior, es menester partir de 
la diferenciación entre el principio de autonomía de la voluntad que 
rige en las relaciones particulares, en contraposición del principio de 
legalidad que gobierna las actividades que pueden realizar los servido-
res públicos. Esto como marco teórico para la utilización de contratos 
de promesas de compraventa por parte de las entidades del Distrito.

En este contexto, el principio de la autonomía de la voluntad pri-
vada “consiste en la delegación que el legislador hace a los particulares 
de la atribución o poder que tiene de regular las relaciones sociales, de-
legación que estos ejercen mediante el otorgamiento de actos o negocios 
jurídicos” (Fernández, 1999). Por lo anterior, a los particulares se les 
permite realizar todo aquello que no esté prohibido expresamente por 
la ley y generar, con base en los negocios jurídicos, obligaciones que les 
apliquen a ellos, limitando su libertad en ejercicio de esta autonomía.

Ahora bien, el marco normativo para los servidores o funcionarios 
públicos dista de esa libertad que tienen los particulares en su actuar. 
Estos servidores —al ser la herramienta por medio de la cual se mate-
rializa el poder del Estado— están limitados estrictamente por el prin-
cipio de legalidad, por el cual ellos solo pueden hacer, en ejercicio de 
sus funciones, aquello que esté expresamente autorizado por la ley o 
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la Constitución Política, so pena de violentar el ordenamiento jurídico. 
Esto fue reconocido por la Carta Suprema colombiana en su artículo 
6, el cual consagra que “los particulares solo son responsables ante las 
autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores 
públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación 
en el ejercicio de sus funciones” (Const., 1991, Art. 6). Por lo anterior, 
los funcionarios públicos están siempre sujetos a las limitaciones que 
las normas establecen, ejerciendo únicamente las competencias asigna-
das expresamente. Es decir, solo pueden realizar aquello que la norma 
les autoriza; este principio emana de la misma Constitución Política.

En consecuencia, en primera medida, si se pretende realizar un pro-
ceso de reubicación utilizando promesas de compraventa, es necesario 
un análisis específico de las competencias de las distintas entidades, 
en donde expresamente se debe permitir este tipo de contratos como 
óbice para poder acudir a ellos. Al revisar el Acuerdo Distrital 257 de 
2006, por el cual se dictan normas básicas sobre la estructura, organiza-
ción y funcionamiento de los organismos y de las entidades de Bogotá, 
Distrito Capital, y se expiden otras disposiciones, se encuentra que 
no existe expresamente la competencia para realizar venta directa de 
bienes fiscales por parte de las entidades contenidas en dicha norma-
tividad. Sin embargo, así estuvieran expresamente contenidas dentro 
de las competencias, las negociaciones de bienes fiscales, al ser entida-
des estatales, deben estar sujetas al régimen general de contratación.

Se concluye que al no existir la competencia expresa de las enti-
dades del distrito o sus órganos para enajenar, a título oneroso y bajo 
un régimen de derecho privado, bienes fiscales de su patrimonio de 
manera directa, la elaboración y firma de las promesas de compra-
venta realizadas estaban y están en clara contravía del principio de 
legalidad que sujeta a la administración pública y del artículo 6 de la 
Constitución Política de Colombia.

Régimen de enajenación de bienes fiscales

Con base en lo anterior y teniendo en cuenta que muchas de las pro-
mesas de compraventa para la reubicación de vendedores informales 
revisadas fueron suscritas hace más de 20 años (entre 1994 y 1995), es 
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menester dilucidar cuál era el régimen legal aplicable a la transferen-
cia de dominio de bienes fiscales en ese entonces y en la actualidad. 
En este sentido, hay que tener en cuenta que la autorización de adqui-
sición en vigor de la normatividad anterior tenía que ser corroborada 
por el tribunal administrativo competente. De igual modo, es necesario 
verificar la normatividad vigente para la época en que se suscribieron 
dichos contratos y la actual, con el fin de dilucidad la legalidad de di-
cho método.

De conformidad con la Ley 80 de 1993:

Artículo 81. De la derogatoria y de la vigencia. A partir de la vi-

gencia de la presente ley, quedan derogados el Decreto ley 2248 

de 1972; la Ley 19 de 1982; el Decreto ley 222 de 1983, excepción 

hecha de los artículos 108, 109, 110, 111, 112 y 113 […] Las demás 

disposiciones de la presente ley, entrarán a regir a partir del 1o. de 

enero de 1994 con excepción de las normas sobre registro, clasifi-

cación y calificación de proponentes, cuya vigencia se iniciará un 

año después de la promulgación de esta ley. (Art. 81)

En cuanto a la posibilidad de enajenar los bienes de la nación, aquellos 
considerados como de uso público no pueden ser objeto de transferencia 
de dominio a título gratuito u oneroso. Respecto a los bienes fiscales, 
existe la posibilidad de hacer dicha transferencia, pero bajo unas condi-
ciones especiales consagradas en la ley, las cuales se describirán dentro 
del presente acápite. La trasferencia de dominio de bienes inmuebles 
de la nación a los a particulares a título gratuito está prohibida tajan-
temente por el artículo 355 de la Constitución Política de Colombia:

Ninguna de las ramas u órganos del poder público podrá decretar 

auxilios o donaciones en favor de personas naturales o jurídicas 

de derecho privado. El Gobierno, en los niveles nacional, departa-

mental, distrital y municipal podrá, con recursos de los respectivos 

presupuestos, celebrar contratos con entidades privadas sin ánimo 

de lucro y de reconocida idoneidad con el fin de impulsar progra-

mas y actividades de interés público acordes con el Plan Nacional 

y los planes seccionales de Desarrollo. El Gobierno Nacional re-

glamentará la materia. (Const., 1991, Art. 355)
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Ahora bien, la posibilidad de enajenar los bienes fiscales entre entida-
des estatales está reglada en la actualidad en el orden nacional por la 
Ley 708 de 2001:

Artículo 8. Los bienes inmuebles fiscales de propiedad de las enti-

dades públicas del orden nacional, de carácter no financiero, que 

hagan parte de cualquiera de las Ramas del Poder Público, así 

como de los órganos autónomos e independientes, que no ten-

gan vocación para la construcción de vivienda de interés social, y 

además que no los requieran para el desarrollo de sus funciones, 

y no se encuentren dentro de los planes de enajenación onerosa 

que deberán tener las entidades, deben ser transferidos a título 

gratuito a otras entidades públicas conforme a sus necesidades, 

de acuerdo con el reglamento que expida el Gobierno Nacional, 

con excepción de aquellos ocupados ilegalmente antes del 28 de 

julio de 1988 con vivienda de interés social, los cuales deberán ser 

cedidos a sus ocupantes, en virtud de lo establecido en el artículo 

58 de la Ley 9.a de 1989. (Art. 8)

De acuerdo con lo anterior y de conformidad con el concepto de 
la Oficina Jurídica Nacional de la Universidad Nacional:

[…] las entidades públicas del orden nacional, incluyendo órga-

nos autónomos e independientes como la Universidad Nacional 

de Colombia, están en la obligación de transferir a título gratui-

to a otras entidades públicas, los bienes inmuebles fiscales de su 

propiedad que reúnan la totalidad de los requisitos establecidos 

en la norma, a saber: 1) no tener vocación para la construcción 

de vivienda de interés social; 2) que la entidad no lo requiera 

para el desarrollo de sus funciones; y 3) que no se encuentren 

dentro de los planes de enajenación onerosa adoptados por la 

entidad. (2001)

En ese sentido, la transferencia de bienes inmuebles fiscales a título 
gratuito solo se puede presentar entre entidades públicas y bajo las 
condiciones que establece la ley mencionada. Por otra parte, sí existe 
prohibición expresa dentro del artículo 355 de la Constitución Política 
de Colombia para transferir el dominio a título gratuito a personas 
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naturales o jurídicas privadas. Por lo anterior, respecto a la transferencia 
a título gratuito de bienes fiscales dentro de todo el territorio nacional:

]No es jurídicamente viable la transferencia a título gratuito de bie-

nes inmuebles fiscales a personas [naturales o] jurídicas privadas. 

Así lo estableció la Sala de Consulta Civil del Consejo de Estado 

en sentencia número 2009-00039-00, en la cual se dio respuesta a 

las preguntas formuladas por la Ministra de Educación en rela-

ción con la posibilidad de identificar el instrumento jurídico por 

el cual la Nación podría transferir la propiedad que detenta sobre 

un inmueble fiscal, a una fundación privada sin ánimo de lucro 

que tiene por objeto el desarrollo de actividades relacionadas con 

los derechos y servicios constitucionales referidos a la educación, 

la cultura y el conocimiento. (Oficina Jurídica Nacional, 2001)

Ahora bien, en este análisis se verificó la posibilidad de transferir el 
dominio de bienes fiscales a título oneroso. Con el ánimo de realizar 
una interpretación completa del marco normativo aplicable a las pro-
mesas de compraventa mencionadas, es menester partir del Decreto 
Ley 222 de 1983, que en su artículo 147 establecía:

La venta de bienes inmuebles se efectuará por negociación directa 

cuando el avalúo practicado con tal fin de acuerdo con el proce

dimiento previsto en el artículo 143 de este estatuto, no fuere supe-

rior a la suma de CINCO MILLONES DE PESOS ($5 000 000.oo); 

en caso contrario, se realizará mediante licitación pública.

Sin embargo, la Ley 9 de 1989, posterior al Decreto Ley 222 de 1983, 
establecía que:

Artículo 36. Las entidades públicas podrán enajenar sus inmuebles 

sin sujeción al límite establecido en el artículo 35 de la presente Ley 

y sin que medie licitación pública en los siguientes casos:

1. Cuando se trate de una enajenación a otra entidad pública. Esta 

excepción procederá una sola vez respecto del mismo inmueble.

2. Cuando se trate de una enajenación a una entidad sin ánimo de 

lucro, siempre y cuando medie la autorización del Gobernador, 
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Intendente o Alcalde Mayor de Bogotá, en cuya jurisdicción se 

encuentre el inmueble. Estas enajenaciones estarán sometidas a 

condición resolutoria del derecho de dominio en el evento de que se 

les dé a los inmuebles un uso o destinación distinto al autorizado.

3. Cuando se trate de inmuebles de las empresas industriales y 

comerciales del Estado y las sociedades de economía mixta que 

hubieren sido adquiridos por la vía del remate, adjudicación o 

dación en pago.

4. En la venta a los anteriores propietarios, siempre y cuando pa-

guen el valor de los impuestos prediales, complementarios y de 

valorización del respectivo predio causado desde el momento de la 

anterior enajenación.

5. En las ventas individuales tales como aquellas que se efectúen 

dentro de un programa comercial de construcción de viviendas, 

oficinas o locales que formen parte del conjunto habitacional, y 

en el de los proyectos de renovación urbana. (Art. 36)

Como se desprende de esta norma, la venta por fuera de licitación 
pública bajo la vigencia de la Ley 9 de 1989 era una excepción que 
aplicaba solo a los casos concretos que contenía la norma trascrita. 
En consecuencia, cualquier venta que se realizara con posterioridad 
a esta ley, se tenía que realizar necesariamente por licitación pública, 
aún antes de la Ley 80 de 1993. No obstante, existen unas excepcio-
nes taxativas no aplicables a los casos de reubicación de vendedores 
informales3.

Lo anterior nos lleva a concluir que la venta de bienes fiscales a 
título oneroso a particulares también respondía a una regulación es-
tricta. Esta se tenía que hacer por licitación pública y no mediante 
una venta directa bajo un régimen privado de contratación (promesas 

3	 Lo anterior, aunado a que de conformidad con el artículo segundo de la Ley 
153 de 1887 “la ley posterior prevalece sobre la ley anterior. En caso de que 
una ley posterior sea contraria a otra anterior, y ambas preexistentes al hecho 
que se juzga, se aplicará la ley posterior” (Ley 153, 1887), por lo que la Ley 9 
de 1989 prevalecía sobre el Decreto 222 de 1983.
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de compraventa y escritura pública de venta). Dicha posición fue co-
rroborada por el máximo órgano de la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, Enajenación de Bienes Fiscales, (2009), que conceptuó 
lo siguiente:

La ley 9.ª de 1989 , conocida como la “ley de reforma urbana”, re-

guló los asuntos relativos al desarrollo urbano de los municipios, 

áreas metropolitanas y sus áreas de influencia; su artículo 36 forma 

parte del Capítulo iii, “De la adquisición de bienes por enajenación 

voluntaria y por expropiación”, mediante los cuales el legislador 

autorizó y reglamentó la adquisición por parte de las entidades 

públicas de inmuebles para los fines relacionados en el artículo 10 

de la misma ley 9.ª, todos los cuales apuntan al desarrollo urba-

no. El artículo 33 de la ley 9.ª en estudio, ordenó a las entidades 

públicas en general, que los inmuebles que hubieran adquirido a 

cualquier título y los que adquirieran a partir de la vigencia de 

esa ley, debían aplicarse ‘a los fines para los cuales fueron adqui-

ridos’, y les dio un plazo de cinco años para que cumplieran tal 

obligación o procedieran a enajenarlos, con algunas excepciones 

; además, excluyendo a los municipios, las áreas metropolitanas 

y la Intendencia de San Andrés y Providencia, ordenó: “Todas las 

demás entidades públicas enajenarán dichos bienes mediante el 

procedimiento de la licitación pública, salvo cuando se trate de 

la venta a los propietarios anteriores o cuando el precio base de la 

negociación sea inferior a trescientos (300) salarios mínimos lega-

les mensuales”. (Destacado de los autores)

Ahora bien, es necesario revisar si existe algún tipo de excepción, lue-
go de la Ley 80 de 1993, que les permitiera a las entidades distritales, 
en el marco de procesos de reubicación de vendedores, realizar una 
contratación distinta a la licitación pública.

Cabe anotar que la Ley 489 de 1998, en sus artículos 81 y ss., es 
clara al ordenar que:

Los contratos que celebren los establecimientos públicos se rigen 

por las normas del Estatuto Contractual de las entidades esta-

tales contenido en la Ley 80 de 1993 y las disposiciones que lo 
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complementen, adicionen o modifiquen, sin perjuicio de lo dis-

puesto en las normas especiales.

En consecuencia, dicha provisión aplica para todos los establecimien-
tos públicos, tanto del sector central como del sector descentralizado 
del Distrito Capital.

Las excepciones incluidas en la Ley 80 de 1993 que permitían y 
permiten la realización de contratos estatales por fuera del Régimen 
General de la Contratación Pública en comento hacen referencia a: 1) los 
contratos financiados con fondos de los organismos multilaterales de 
crédito, 2) los contratos celebrados con personas extranjeras de derecho 
público, 3) los contratos celebrados con organismos de cooperación, 
asistencia o ayuda internacionales, 4) los contratos de las instituciones 
financieras y de seguros estatales, y 5) los contratos de exploración y 
explotación de recursos naturales (Vinueza, 2016).

En este orden de ideas, si partimos del artículo 355 de la Carta 
Política, el Distrito Capital puede:

[…] con recursos de los respectivos presupuestos, celebrar con-

tratos con entidades privadas sin ánimo de lucro y de reconocida 

idoneidad con el fin de impulsar programas y actividades de inte-

rés público acordes con el Plan Nacional y los planes seccionales 

de Desarrollo. El Gobierno Nacional reglamentará la materia.

Aparte de la norma, este fue reglamentado por el Decreto 777 de 1992, 
hoy Decreto 92 del 23 de enero de 2017, que rige desde el 1 de junio 
de 2017.

Teniendo en cuenta lo anterior, es posible afirmar que las enti-
dades tanto del sector central como del descentralizado del Distrito 
Capital no se encontraban cobijadas por el supuesto normativo de las 
excepciones mencionadas en la Ley 80 de 1993, ni tenían o tienen un 
régimen especial de contratación que les permitiera o permita apartarse 
del régimen general de la contratación pública. Por esto no es posible 
realizar promesas de compraventa para venta de bienes fiscales bajo 
un régimen de derecho privado.

Dentro de las condiciones establecidas por la Constitución, en el 
artículo 355 y las normas reglamentarias, tampoco cabía ni cabe en 
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el marco de una reubicación la venta directa de bienes fiscales, pues no 
se cumple siquiera el requisito de contratación con entidad privada sin 
ánimo de lucro —a pesar de que los vendedores informales en algunos 
casos son considerados como población vulnerable—, ya que se trata 
de personas naturales individuales. En este sentido, en la actualidad el 
artículo 4 del Decreto 92 de 2017 establece la obligación de realizar un 
proceso competitivo de selección cuando existe más de una entidad sin 
ánimo de lucro con idoneidad reconocida (Decreto 92, 2017, Art. 4).

En conclusión, la enajenación de bienes fiscales no se podía ha-
cer mediante promesas de compraventa ni antes ni después de la Ley 
80 de 1993; solo en vigencia del Decreto 222 de 1983, previo a la ex-
pedición de la Ley 9 de 1989, era posible siempre y cuando su valor 
no excediera los cinco millones de pesos. Hoy existe la posibilidad de 
enajenar los bienes fiscales a título oneroso a particulares, siempre y 
cuando se realice de conformidad con la Ley 80 de 1993, la Ley 1150 
de 2007 y sus decretos reglamentarios, pero no a personas determina-
das; esto es, a los ocupantes actuales de los inmuebles.

Según lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007:

Literal e) En los procesos de enajenación de los bienes del Estado 

se podrán utilizar instrumentos de subasta y en general de todos 

aquellos mecanismos autorizados por el derecho privado, siempre 

y cuando en desarrollo del proceso de enajenación se garantice la 

transparencia, la eficiencia y la selección objetiva.

Ahora bien, la esta ley fue reglamentada por el Decreto 1082 de 2015, en 
el cual se estipuló específicamente y a profundidad el procedimiento de 
venta de bienes de la nación. En el artículo 2.2.1.2.2.1.1. se estableció que:

Aplicación. La abreviada es la modalidad para la enajenación bie-

nes del Estado, la cual se realizará por las disposiciones contenidas 

en presente capítulo, salvo por las normas aplicables a la enajena-

ción los a cargo del Fondo para la Rehabilitación, Inversión Social 

y Lucha contra el Crimen Organizado y la enajenación de que 

tratan la Ley de 1995, el Decreto-Ley de 2000 y la Ley 11 de 2006. 

(Decreto 1510 de 2013, artículo 88). (Departamento Nacional de 

Planeación, 2015)
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En este sentido, en la subsección de tres artículos, 2.2.1.2.2.3.1., y sub-
siguientes, se reguló todo el procedimiento sobre la enajenación a título 
oneroso de bienes del Estado, entre los que se encuentran los bienes 
fiscales. Es este y no otro el procedimiento el que se tiene que realizar, 
so pena de las sanciones legales a que haya lugar.

Finalmente, si analizamos las excepciones contenidas en la Ley 
1150 de 2007, o en otras leyes especiales, para ver si en la actualidad 
es posible transferir el dominio de los bienes fiscales mediante prome-
sas de compraventa y la consecuente escritura pública, encontramos 
que están exceptuados del régimen de contratación:

[…] i) las entidades exceptuadas del sector defensa, ii) los con-

tratos y convenios necesarios para la operación de la OTI, iii) los 

contratos y convenios que se ejecuten en desarrollo del sistema in-

tegrado de monitoreo de cultivos ilícitos, iv) los contratos y conve-

nios para la operación del programa mundial de alimentos, v) los 

contratos y convenios para el desarrollo de programas de apoyo 

educativo a población desplazada y vulnerable adelantados por 

la Unesco y la oim, vi) lo relativo a la contratación de servicios 

públicos domiciliarios (ley 142 de 1994), vii) la aeronáutica civil, 

viii) el régimen especial del distrito Capital (D.L. 1421 de 1993), 

ix) Régimen Especial de salud (Ley 100 de 1993, x) lo relativo a los 

juegos de suerte y azar, y xi) Régimen del Banco de la República 

(Ley 31 de 1992). (Vinueza, 2016)

Al revisar las excepciones se concluye que en la actualidad ninguna 
entidad del Distrito se encuentra en ninguna de ellas, y están obligadas 
a acoger el régimen general de la contratación para la transferencia 
de dominio de cualquier bien que pretenda enajenar título oneroso.

El principio de confianza legítima 
en la ocupación de bienes fiscales
En la actualidad existen bienes fiscales que fueron ocupados en un co-
mienzo por comerciantes informales reubicados que, en virtud de sen-
das promesas de compraventa, entraron en tenencia de estos. Algunos 
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de estos inmuebles son de propiedad de Bogotá, toda vez que no con-
fluyó el título y el modo que se consolidara el derecho de propiedad 
en cabeza de dichas personas. Esto implica la posibilidad de recuperar 
su tenencia por parte de la administración.

Ahora bien, uno de los elementos fundamentales que se debe tener 
en cuenta para realizar las recuperaciones es el principio de confian-
za legítima. Este principio hace referencia a esa convicción íntima que 
tiene el administrado de estar en una situación jurídica ajustada al 
derecho, en razón de acciones u omisiones de la administración. Este 
principio es analizado por la jurisprudencia del Consejo de Estado.

Por lo anterior, se revisará lo que ha dicho la jurisprudencia del 
Consejo de Estado al respecto, para así determinar si de estos comer-
ciantes se puede predicar la confianza legítima, en caso de intentar las 
acciones de recuperación procedentes; o si dicho principio puede ser 
óbice para una eventual titularización con base en los contratos pro-
misorios suscritos.

Respecto al tema de la confianza legítima, por el cambio legisla-
tivo aplicable al problema que nos ocupa, el Consejo de Estado, en la 
reciente sentencia del 2015, ha conceptuado sobre los elementos para 
su configuración:

•	 Es necesario, primero, que exista algún tipo de disposición y ac-
tuación por parte de la administración que genere en el adminis-
trado esa confianza y la creencia que su actuar está amparado 
por el ordenamiento jurídico, disposiciones y acto que, además, 
deben ser “[…] concluyentes, ciertos, inequívocos y objetivados 
frente a una situación jurídica particular en virtud de los cuales 
se crean estados de confianza, plausibles y razonables en la con-
ciencia de los asociados” (Confianza legítima, 2015).

•	 De igual forma, como segundo elemento, es necesario un criterio 
temporal, que se traduce en que el Estado se haya comportado 
durante un periodo de tal forma que justifique la generación 
de la confianza legítima en el administrado, teniendo en cuen-
ta que dicho comportamiento es ininterrumpido y repetido 
por las autoridades administrativas, lo que genera, a su vez, la 
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creencia de estar actuando conforme al ordenamiento jurídico, 
así como la confianza en que el Estado continuará actuando de 
la misma manera. (…)” (Confianza legítima, 2015).

•	 En virtud de lo anterior, como tercer elemento, tenemos que el 
administrado adecúa sus comportamientos a la actuación es-
tatal, al punto que realiza disposiciones patrimoniales acorde 
con la creencia individual, generada por dicha confianza, de 
estar actuando conforme al ordenamiento jurídico.

•	 En cuarto lugar, existe una actuación intempestiva de la ad-
ministración que rompe con ese actuar pasado que vulnera la 
confianza que generó el administrado dadas las condiciones 
anteriores.

•	 Quinto, ese actuar intempestivo, además tiene necesariamente 
que lesionar las obligaciones que tiene el Estado de permitir 
la adaptación a los administrados y la posibilidad de adecuar-
se a las nuevas realidades jurídicas, derechos que nacen en la 
Constitución Política de 1991.

Por lo anterior, el tribunal de lo Contencioso administrativo conside-
ró además que:

Así, la Sala ajusta los parámetros establecidos sobre responsabi-

lidad del Estado - legislador por leyes declaradas exequibles, de 

manera tal que comprenda las diversas fuentes de daño antijurí-

dico susceptibles de ser reparadas, incluyendo las comprendidas 

dentro de la órbita del principio de confianza legítima —expectati-

vas legítimas y estados de confianza—. (Confianza legítima, 2015)

Respecto al primer supuesto, se tiene que el Estado, en cabeza de las 
distintas entidades distritales, suscribió sendas promesas de compra-
venta sin tener la competencia para ello y contrariando una norma 
legal vigente. Por lo anterior, teniendo en cuenta que la ley se reputa 
conocida, no es posible predicar una confianza legítima de los co
merciantes con base en un negocio jurídico fundamentado en un acto 
contrario a la ley, que pudiese generarles algún tipo de expectativa, 
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incluso frente a aquellos que pagaron la totalidad del precio pactado 
por los inmuebles.

Además, para aquellos comerciantes que adeudan algún tipo de 
emolumento, no podría ser aplicable la figura de la confianza legítima, 
en razón de que si no han cumplido con sus obligaciones contractua-
les mal podría predicarse de ellos buena fe, elemento básico para la 
configuración de la confianza legítima.

Cabe anotar que la violación al principio de confianza legítima 
genera un título de imputación para realizar una reclamación por vía 
de la acción de reparación directa4, conforme a lo sentenciado por el 
Consejo de Estado. Se sigue que la confianza legítima no puede en-
tenderse como un título, herramienta o mecanismo para consolidar la 
propiedad de los locales en cabeza de los vendedores informales reu-
bicados que actualmente ocupan dichos inmuebles.

Es menester establecer cuándo el Estado-legislador crea expecta-

tivas legítimas y estados de confianza —situaciones jurídicamente 

protegidas (dispositivo amplificador del espectro de la respon-

sabilidad estatal)— y las defrauda —razones de imputación—, 

evento en el cual las víctimas pueden reclamar en reparación di-

recta (Confianza legítima, 2015)

Finalmente, la aplicación del principio no anula la de la normativi-
dad vigente, esto en el momento de la suscripción de las promesas y 
en la actualidad.

Conclusiones
Del análisis de la normatividad aplicable a la venta de bienes fiscales 
por parte de las entidades distritales se puede concluir que estas care-
cían y carecen de competencias para enajenar a título oneroso o gratui-
to, y bajo un régimen de derecho privado, los bienes de su patrimonio. 
En consecuencia, no existía norma que sustentara la elaboración y fir-
ma de las promesas de compraventa realizadas con los comerciantes 

4	 Acción que también se encuentra caducada.
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que ingresaron a los distintos programas de reubicación mediante la 
suscripción de dichas promesas. Esto se encuentra en clara contravía 
del principio de legalidad que sujeta a la administración pública y del 
artículo 6 de la Constitución Política de Colombia.

La enajenación de bienes fiscales a título oneroso a particulares 
luego de la Ley 9 de 1989 obedece a una regulación estricta. Desde 
esa época tiene que hacerse por licitación pública o, en su defecto, 
de acuerdo con las exigencias del inciso segundo del artículo 355 de la 
Carta Política y el Decreto 777 de 1992, mas no mediante una venta 
directa bajo un régimen privado de contratación celebrado con perso-
nas naturales (promesas de compraventa y escritura pública de venta).

No es posible predicar confianza legítima respecto de los comer-
ciantes que actualmente ocupan los inmuebles de las distintas entidades 
distritales que hicieron parte de los programas de reubicación, así ellos 
hubiesen pagado la totalidad del precio acordado.

Finalmente, la indefinición de los derechos de propiedad en cabe-
za de dicha población genera un problema económico de asignación 
de derechos que va en contra de la eficiencia, ya que son bienes explo-
tados de manera incorrecta dentro del Distrito. Esto demuestra cómo 
el mecanismo jurídico utilizado va en contravía de la generación de 
riqueza, la utilidad pública y los derechos tanto colectivos como in-
dividuales que se pretendían garantizar con la política implementada.
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